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SALA DE CASACIÓN LABORAL

DR. LUIS JAVIER OSORIO LÓPEZ
Magistrado Ponente

Radicación N° 36675
Acta N° 12
Bogotá D. C, veinte (20) de abril de dos mil diez (2010).

Decide la Corte el recurso de casación que interpuso la parte demandante, contra la sentencia proferida por la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Medellín, el 17 de abril de 2008, en el proceso ordinario adelantado por ORLANDO ANTONIO VÁSQUEZ PÉREZ contra CARLOS ALBERTO SOLARTE SOLARTE y el DEPARTAMENTO DE ANTIOQUIA.
I. ANTECEDENTES

Con la demanda inicial solicita el actor, que previa declaración de que él y el señor Carlos Alberto Solarte Solarte estuvieron vinculados mediante cuatro contratos de trabajo a término indefinido, que se desarrollaron en el lapso comprendido entre el  11 de enero de 1995 y el 18 de abril de 1998, y que el empleador y el Departamento de Antioquia, son solidariamente responsables de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34 del C.S. del T., se les condene al pago del reajuste de los salarios y prestaciones sociales causados durante la vigencia de los citados contratos; a las indemnizaciones por despido injusto y moratoria en relación con cada uno de ellos; a la indemnización plena de perjuicios por la pérdida de su capacidad laboral, ocasionada en razón de dos accidentes de trabajo, y a las costas del proceso.
Como fundamento de esos pedimentos, en lo que interesa al recurso, argumenta que entre el Departamento de Antioquia y Carlos Alberto Solarte Solarte como contratista, se celebró un contrato de obra pública para la ampliación, rectificación y pavimentación de una carretera; que para ejecutar ese contrato con el señor Solarte suscribió cuatro contratos de trabajo a término indefinido, los cuales tuvieron vigencia, el primero, entre el 11 de enero y el 20 de diciembre de 1995, el segundo, entre el 10 de enero y el 19 de diciembre de 1996; el tercero, entre el 13 de enero y el 17 de diciembre de 1997, y el último entre el 14 de enero y el 18 de abril de 1998, los cuales fueron terminados por el patrono de manera unilateral y sin justa causa; que durante los tres primeros contratos, trabajó desde las 6 a.m. hasta las 6 p.m. de lunes a viernes y hasta las 4 p.m. los sábados, domingos y feriados, con media hora para el almuerzo; que en el último contrato laboró de 7.30 a.m., hasta las 6 p.m., con media hora de descanso, no trabajando los domingos y festivos; que ilegalmente se le hicieron descuentos de su salario; que los descansos no le fueron remunerados; que no le fueron reconocidas las horas extras diurnas y nocturnas, ni los domingos y festivos que laboró; que el 15 de febrero de 1995, cuando descargaba unos bultos de cemento, otros trabajadores le dejaron caer tres de ellos sobre su cuerpo, por lo que su esfuerzo para atajarlos le produjo un gran dolor en su columna, y desde esa fecha padece lumbalgia severa; que el 4 de mayo de 1997, cuando era transportado de su lugar de trabajo al campamento, en un camión del empleador que se volcó en el camino, sufrió lesiones que le agudizaron tal lumbalgia, originándose una hernia en la columna, disminuyéndose su capacidad laboral; y que en los dos eventos anteriores hubo culpa patronal, en el primero, por la falta de suministro de los elementos adecuados para su protección, y en el segundo, por la existencia de una base granular arrojada a la vía por orden de su empleador. 

II. RESPUESTA A LA DEMANDA 


El codemandado Carlos Alberto Solarte Solarte al dar contestación a la demanda, se opuso a las pretensiones. De sus hechos aceptó los relacionados con el contrato de obra que celebró con el Departamento de Antioquia; la relación laboral con el actor; la terminación de los contratos de trabajo con éste, pero aclaró que ello obedeció a que fue él quien solicitó el pago de sus prestaciones, a lo cual accedió, quedando extinguida la relación laboral; y la jornada de trabajo del último contrato; en cuanto a la retención de salarios y prestaciones sociales, indica que no es cierto, pues se trata del pago de alimentación del propio demandante a favor de un tercero que se la suministraba; niega que los compensatorios se hayan disfrutado sin pago, ya que se le cancelaron, incluso antes de que los disfrutara, como aparece en las planillas; afirma que todas las liquidaciones son correctas y que le canceló la totalidad de las obligaciones a su cargo; de los demás dijo que no le constaban y deberían probarse. Propuso como excepciones las de carencia de derecho para demandar, inexistencia de la obligación, pago, prescripción, cosa juzgada, compensación, transacción y la innominada.

Por su parte el Departamento de Antioquia al contestarla, también se opuso a las pretensiones, aceptando como ciertos los hechos referentes al contrato de obra con el señor Carlos Alberto Solarte Solarte, y la solidaridad que pudiese corresponderle; de los demás manifestó que no le constan y deben probarse. Propuso como excepciones las de falta de legitimación en la causa por pasiva y prescripción.
III. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

Conoció de la primera instancia el Juzgado Noveno Laboral del Circuito de Medellín, quien en sentencia del 30 de agosto de 2002, condenó solidariamente a los demandados a pagar al actor la suma de $5’958.656,oo, discriminados así: $3’258.878, por reajuste de salarios; $795.364,oo, por reajuste prestaciones sociales; $108.796,oo por dinero retenido ilegalmente; y $1’795.618,oo por indemnizaciones por despidos injustos de los contratos de trabajo celebrados; así mismo, a la indemnización moratoria, a razón de $13.592,oo diarios, desde el 19 de abril de 1998, hasta tanto le sean cancelados los salarios y prestaciones objeto de condena, y a las costas del proceso en un 80%; los absolvió de las demás pretensiones y declaró probada parcialmente la excepción de prescripción. 

IV. SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA

Apelaron el actor y el codemandado Carlos Alberto Solarte, y la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Medellín, mediante la sentencia recurrida en casación, revocó la decisión de primera instancia en cuanto a las condenas impuestas en ella por indemnizaciones por despido injusto y moratoria, para en su lugar absolver de éstas a la parte demandada; la modificó en cuanto a los reajustes por salarios y prestaciones sociales, para fijarlos en $4’224.489,oo, y la confirmó en lo demás.

Para ello consideró, en lo que concierne al recurso extraordinario, en relación con los tres primeros contratos de trabajo celebrados entre el codemandado Carlos Alberto Solarte y el actor, que éste no demostró el hecho del despido, teniendo la carga probatoria; que siendo tales contratos continuos, se termina uno y se firma otro, es de suponerse que las partes están de acuerdo; y que hay constancias suscritas por el trabajador solicitando la liquidación de los mismos, esto es su terminación; y que el cuarto contrato había terminado por justa causa, consistente en la finalización de las obras en cualquiera de los frentes de trabajo, tal como se había pactado, y está demostrado en el proceso.


De la indemnización moratoria dijo que no era procedente, por cuanto el codemandado Solarte suministró las pruebas para establecer las horas extras, domingos y festivos no remunerados, sin tener la carga de ello, y porque en transacción celebrada el 14 de enero de 1998, reconoció haberse equivocado al no tener como remunerados catorce días de descanso del trabajador; circunstancias de las cuales dedujo su buena fe.

Sobre la indemnización plena de perjuicios por los accidentes de trabajo sufridos por el demandante, compartió las consideraciones del a quo para negarla, consistentes en que en el primer suceso medió culpa de éste, quien lo causó por su impericia; y en el segundo, si bien se podía hablar de culpa del empleador por el hecho de que su dependiente conducía a alta velocidad el vehículo que lo ocasionó, lo cierto es que la calificación dada al trabajador, en la cual aparece una merma de la capacidad cuyo origen es profesional, no permite establecer con claridad a qué se debió, si a alguno de los accidentes o al continuo desarrollo de su labor.

De otro lado infirió, que no se tenía la prueba de la cuantificación de los perjuicios causados, como son el lucro cesante y el daño emergente, requisitos que estimó necesarios para una eventual condena.
Al respecto expresó:

“(…..)

3º Sobre las indemnizaciones por despido injusto, liquidadas en el Fallo de primera instancia, contrato por contrato, se observa en la foliatura que existen diferentes contratos escritos a término indefinido, -ver folios 21, 25, 32, 41 y 119 a 122-, sin que se demuestre el despido —lo cual era carga probatoria el actor- y dichos contratos son continuos y si se termina uno y se firma otro, es de suponerse que las partes están de acuerdo, -no se demostró o afirmó que fue presionado por el empleador, el trabajador para suscribirlos - máxime cuando hay constancias suscritas por el demandante en donde a final de cada año solicita la liquidación de prestaciones sociales (folios 118 y 124) —lo cual haría pensar lo contrario, es precisamente el trabajador quien solicita la liquidación del contrato, esto es su terminación. 


Y con respecto al último contrato de trabajo, obrante a folio 41 se acordó como justa causa la terminación de las obras en cualquiera de los frentes de trabajo, situación que se presentó, informándole al trabajador con 45 días de anticipación, lo cual se demuestra a folios 40, 116, 251 a 252; por lo tanto esta Sala considera que no puede condenarse a indemnizaciones múltiples por terminaciones unilaterales de contratos de trabajo, cuando no se demostró el despido y en el último de estos, terminó por justa causa.
(…..) 


4º En lo referente a la Condena a Indemnización moratoria, analizado el proceso, encuentra esta Sala de Decisión que no es procedente,… 


(…..) 


En el caso que nos ocupa tenemos que se liquidaron y pagaron prestaciones sociales, en forma deficitaria al no haberse tenido en cuenta algunas horas extras, domingos y festivos no remunerados; siendo el mismo empleador quien suministró las pruebas; comportamiento, que evidencia la buena fe; toda vez que, quien obra de mala fe por las reglas de la experiencia, no deja consignado su proceder ni en contratos, ni planillas de nómina que luego anexa al proceso, sin tener la carga de la prueba. Adicionalmente se presentó una transacción, el día 14 de enero de 1998, folio 112, mediante la cual el empleador reconoció haberse equivocado al no tener como remunerados, catorce días de descanso del trabajador.
(…..) 

 
Así las cosas, y al haberse desvirtuado la mala fe del codemandado, señor Carlos Alberto Solarte Solarte, es procedente revocarse la Sentencia, que por vía de Apelación se revisa, en este punto, para en su lugar absolver a la demandada del pago de indemnización moratoria. 


5° Con respecto a la indemnización plena de perjuicios por accidente de trabajo ocurrido por culpa del empleador, tenemos que….

(…..) 


 c. En el caso “in examine” el actor tuvo dos accidentes que atribuye el demandante a culpa patronal y que el a quo resume como: “deterioro de la salud por dos eventos dañinos, un primero lo constituyó el descargue de unos bultos de cemento, y por la imprudencia de algunos trabajadores, que le dejaron caer al actor tres bultos, padeciendo desde ese momento una lumbalgia, y el segundo por un accidente de tránsito”. Concluyendo que sobre el primer accidente medio culpa del trabajador quien lo causó por su impericia, al ser éste el encargado de arrumar los bultos; y con respecto al segundo si se podría hablar de culpa del empleador, por el hecho de que su dependiente conducía a alta velocidad el vehículo que lo ocasionó; agregando que la calificación dada al trabajador, en la cual aparece una merma de la capacidad cuyo origen es profesional, no permite establecer con claridad a que se debió, si a alguno de los accidentes á al continuo desarrollo de su labor; optando por abstenerse de condenar a la indemnización plena de perjuicios. 


Decisión que comparte esta Sala, máxime que no se tiene la prueba de la cuantificación de los perjuicios causados, -esto es lucro cesante y daño emergente- requisito necesario, para una eventual condena. …
(…..)” (Lo resaltado es del texto).

V.  EL RECURSO DE CASACIÓN

Lo interpuso la parte demandante, con fundamento en la causal primera de casación consagrada en el artículo 87 del C.P.L. y de la S.S., modificado por el artículo 60 del Decreto 528 de 1964, con el cual pretende, según el alcance de la impugnación, que se CASE PARCIALMENTE la sentencia recurrida en cuanto revocó las condenas impuestas en la de primer grado por concepto de indemnizaciones por despido injusto y moratoria, y la confirmó en cuanto a la absolución por indemnización plena de perjuicios; para que en sede de instancia, se confirme el fallo del a quo en las condenas por indemnizaciones por despido injusto y moratoria, y la revoque en cuanto absolvió por la indemnización plena de perjuicios y condene a ella. 

Con tal objeto formuló tres cargos, que fueron replicados únicamente por el Departamento de Antioquia, de los cuales se decidirán conjuntamente los dos últimos, dado que presentan insuperables errores de técnica que los hacen inestimables. 

VI. PRIMER CARGO
Acusa la sentencia impugnada por vía indirecta en la modalidad de aplicación indebida de los artículos 61 y 62 del Código Sustantivo del Trabajo, lo que condujo ha dejar de aplicar el artículo 64 del mismo estatuto.

Como errores evidentes de hecho en que incurrió el Tribunal, señala: 

“1. Dar por demostrado, sin estarlo, que la causa de terminación de los contratos de trabajo visible a folios 21, 25, 32, 41, 119 a 122, fueron terminados por una causa legal y justa causa. 


2. No dar por demostrado, estándolo, que los contratos de trabajo terminaron en forma unilateral e injustamente. 


3. Dar por demostrado, sin estarlo que el trabajador demandante solicito la terminación del contrato de trabajo de los periodos 95, 96 y 97 que obran a folios 21, 25 y 3. 


4. Dar por demostrado, sin estarlo que la solicitud de liquidación que obran a folios 118 y 124, constituyen renuncias voluntarias del trabajador. 

5. Dar por demostrado, sin estarlo que el contrato de trabajo obrante a folios 41, terminó por justa causa. 

6. No dar por demostrado, estándolo que el contrato de trabajo que unió a las partes obrante a folio 41, terminó por decisión unilateral e injusta del empleador.” 

En los cuales incurrió por la errónea apreciación de los contratos de trabajo a término indefinido -folios 21, 25, 32, 41 y 119 a 122-; de las cartas de solicitud de liquidación de los contratos entre el 11 de enero y el 20 de diciembre de 1995, y del 10 de enero al 19 de diciembre de 1996, respectivamente -folios 118 y 124-; del preaviso de terminación del contrato de trabajo, fechado el 2 de noviembre de 1997 -folio 40-; de la carta de terminación del contrato de trabajo, calendada el 6 octubre 
1997 - folio 251; y de la carta del 6 de octubre de 1997, por medio de la cual se le informa al demandante que el empleador ha solicitado autorización al ministerio de trabajo para la suspensión de los contratos de trabajo, que el consorcio tiene con los trabajadores que laboran en la carretera Cisneros-Puerto Berrío, sector Puerto Berrío-San José del Nuz –folio 252-.

Y por haber dejado de apreciar el subcontrato 1975-A-O.P. de 1993, celebrado entre el Departamento de Antioquia-Secretaría de Obras Públicas y el codemandado Carlos Alberto Solarte, para la ampliación, rectificación y pavimentación de la carretera Cisneros- Puerto Berrío, sector Cisneros Providencia - folios 91 a 102, y sus adiciones 1, 2 y 3, obrantes a folios 205, 206, 204 y 103, respectivamente. 


Para su demostración argumenta, que es ostensible el error en que incurrió el Tribunal, al deducir de los documentos de folios 118 y 124, que se trata cartas de terminación de los contratos de trabajo por parte del trabajador, cuando en ellos solo pide unas liquidaciones comprendidas entre el 11 de enero y el 20 diciembre de 1995, y entre el 10 de enero y el 19 de diciembre de 1996, y más aún hacerlas extensivas a la terminación del contrato de trabajo suscrito el 13 de enero de 1997.


Que igualmente yerra, cuando manifiesta que dichos contratos son continuos, y si se termina uno y se firma otro, es de suponerse que las partes están de acuerdo; pues la firma de un segundo contrato, no implica la terminación de mutuo acuerdo del anterior, si no por el contrario es que la labor no se ha terminado, tomando vigencia que el anterior lo terminó abruptamente el empleador, lo que da lugar a la indemnización, máxime cuando la prueba no apreciada de folios 39, 44, 117, 125 127 y 129, referente a las liquidaciones de cada uno de ellos, muestra que los mismos terminaron sin causa justa o legal. 



Aduce que los contratos de trabajo de folios 21, 25 y 32, fueron terminados unilateralmente por el empleador, y la documentación que sirvió de sustento al fallo, para despachar desfavorablemente la indemnización por despido injusto, no puede equipararse a una renuncia o terminación unilateral de los mismos por parte del trabajador, pues lo que acreditan es que ellos se celebraron para que perduraran en el tiempo, por lo menos hasta que el contratista ejecutara la obra que les dio origen.


Expresa también, que así mismo se equivoca el ad quem, cuando afirma que el contrato de trabajo suscrito  el 14 de enero de 1998, obrante a folio 41, terminó por justa causa, porque el empleador preaviso su terminación de acuerdo a la comunicación que obra a folio 40, y a la cláusula segunda adicional pactada en él, según la cual las partes acuerdan como justa causa para terminarlo, la culminación de las obras en cualquiera de los frentes de trabajo; toda vez que los contratos de trabajo a término indefinido, no requieren preaviso para su terminación, si no que finalizan por una causa legal,  por justa causa comprobada, o por decisión unilateral del empleador con el pago de la respectiva indemnización. 


Además afirma, que erró el juez colegiado al deducir de los documentos de folios 251 y 252, que operó la justa causa de terminación del contrato de trabajo suscrito el 14 de enero de 1998 –folio 41-, toda vez que dicha documental tiene como fecha de elaboración el 6 de octubre de 1997, resultando ostensible el yerro en que incurrió, al fundamentar su decisión en documentos que tuvieron vigencia con anterioridad al inicio de la relación laboral. 



Dice también, que el documento de folios 116, fechado el 19 de marzo de 1998, donde se dice que las obras en el frente San José del Nuz, se terminan el 18 del mismo año, fue apreciado con error por la Colegiatura, pues de él no puede presumirse la veracidad de lo allí manifestado, máxime que no fue firmado por el trabajador en señal de haber conocido y aceptado tal hecho.

Agrega, que el subcontrato 1975-A-O.P de 1993, celebrado entre el Departamento de Antioquia – Secretaría de Obras Públicas y el accionado Carlos Alberto Solarte, visible a folio 91 a 102 y sus adiciones 1, 2 y 3, obrantes a folios 205, 206, 204 y 103, respectivamente, dan a conocer que el plazo inicialmente estipulado para la ejecución de las obras, no fue cumplido por el contratista y que el mismo fue ampliado, siendo su última adición la número 3, suscrita el 15 de mayo de 1998, por un plazo adicional de cuatro meses más, lo que nos indicaría que la obra habría de finalizar en septiembre 15 del mismo año; lo que muestra claramente que el sentenciador se equivocó al inferir que el último contrato de trabajo obrante a folio 41, terminó por justa causa, en aplicación de la cláusula segunda adicional, establecida en él. 

VII. LA RÉPLICA 


Por su parte la réplica  manifiesta, en resumen, con una argumentación común para todos los cargos, que el fallo impugnado se ajusta no sólo a la legalidad sino a la realidad, y a lo que resultó probado al interior del proceso, sobre todo en lo que respecta con la indemnización por despido injusto, pues los contratos terminaron por iniciativa del demandante, mediante los escritos por medio de los cuales solicitó su liquidación; además porque en el proceso no están probados los despidos, cuya carga le correspondía a éste. 
 VIII. SE CONSIDERA

De conformidad con lo preceptuado en el artículo 7° de la Ley 16 de 1969, que modificó el 23 de la ley 16 de 1968, el error de hecho para que se configure es necesario que venga acompañado de las razones que lo demuestran, y a más de esto, como lo ha dicho la Corte, que su existencia aparezca notoria, protuberante y manifiesta, y provenga de la falta de apreciación o errada valoración de pruebas calificadas como el documento auténtico, la confesión judicial o la inspección ocular, hoy judicial según el artículo 52 Ley 712 de 2001.

Del análisis objetivo de las pruebas, todas obrantes en el cuaderno de las instancias, denunciadas por la censura como erróneamente apreciadas unas e inapreciadas otras, siguiendo en lo posible el orden en que aparecen mencionadas en la demostración del cargo, se tiene lo siguiente:

Los documentos de folios 118 y 124, fechados el 28 de noviembre de 1995 y  6 de diciembre de 1996, en su orden, acreditan, el primero que el demandante solicitó liquidación del 11 de enero al 20 de diciembre de 1995, y el segundo, del 10 de enero al 19 de diciembre de 1996, que son justamente los períodos durante los cuales tuvieron vigencia los dos primeros contratos de trabajo a que se hace alusión en la demanda inicial y que obran a folios 21 y 25; siendo ello así, el Tribunal no incurrió en ningún error evidente en su apreciación al deducir de estos lo que efectivamente dicen y considerar con base en ellos que lo que se estaba solicitando era la terminación de dichos contratos.
Lo que sí no podía hacer el juez colegiado, era extender esas solicitudes a la terminación del contrato de trabajo suscrito el 13 de enero de 1997, pues al tiempo en que él tuvo vigencia - entre el 13 de enero y el 17 de diciembre de 1997-, no se hace referencia en ellas; no obstante dicho error es intrascendente, en la medida en que también adujo que el actor no había demostrado el despido, teniendo la carga probatoria de hacerlo, y dicha inferencia no fue atacada, al menos en relación con los tres primeros contratos de trabajo, por lo que la sentencia en relación con ellos continúa gozando de la presunción de acierto y legalidad que caracteriza todas las decisiones judiciales.
Los documentos de folios 39, 44, 117, 125 127 y 129, que contienen las liquidaciones de todos los contratos de trabajo  celebrados entre el actor y codemandado Carlos Alberto Solarte, en parte alguna refieren que éstos fueron terminados sin justa causa, como lo afirma la censura, por lo que no incurrió en error la colegiatura al apreciarlos.
Los documentos de  folios 21, 25 y 32, tampoco fueron apreciados con error por el ad quem, pues lo que muestran cada uno, es la suscripción por parte del demandante con el citado Solarte, de sendos contratos de trabajo a término indefinido, que fue lo que dedujo de ellos, y en éstos no se especifica, como lo sostiene la recurrente, que se celebraron para que perduran en el tiempo, por lo menos hasta que el contratista ejecutara la obra que le dio origen.
Por lo hasta aquí expresado, el Tribunal no incurrió en los cuatro primeros errores de hecho que se endilgan.
Los documentos obrantes a folios 251 y 252, calendados ambos el 6 de octubre de 1997, dan cuenta, el primero, que al actor se le informó la decisión de suspender la obra en que laboraba por el agotamiento de los recursos para ello, razón por la cual se le daría por terminado su contrato una vez la entidad contratante notificara la suspensión de los trabajos; y el segundo, que se había solicitado autorización al Ministerio del Trabajo para la suspensión de los contratos de trabajo por los mismos hechos; por lo que, teniendo en cuenta su fecha, no se podía con fundamento en ellos, afirmar como lo hizo el Tribunal, que el contrato de trabajo de duración indefinida suscrito el 14 de enero de 1998 visible a folio 41,  había terminado por justa causa, consistente en la culminación de las obras, como se había pactado en él; siendo por lo tanto ostensible el error en que incurrió al apreciar dichas pruebas.
El subcontrato 1975-A-O.P de 1993, celebrado el 25 de febrero de 1994, entre el Departamento de Antioquia – Secretaría de Obras Públicas y el codemandado Carlos Alberto Solarte, visible a folio 91 a 102, acredita que éste se comprometió con dicha entidad a la ampliación, rectificación y pavimentación de la carretera Cisneros- Puerto Berrío, sector Cisneros- Providencia, en un plazo de 30 meses contados a partir del perfeccionamiento del mismo; plazo que según las 3 adiciones que se le hicieron al referido subcontrato el 7 de octubre de 1996, 8 de marzo de 1997 y 15 de mayo de 1998, obrantes a folios 205, 206, 204 y 103, respectivamente, éste se prorrogó hasta el 15 de septiembre de 1998.
 Tales documentos, de haber sido apreciados por el juzgador de segunda instancia, le hubiesen permitido inferir que el último contrato de trabajo, suscrito el 14 de enero de 1998 entre el mencionado Solarte y el actor –folio 41-, no podía finiquitarse como se hizo, a partir del 18 de abril del mismo año, por la terminación de las obras como se había convenido en él por las partes,  y por ende incurrió en yerro fáctico que se le enrostra.
Así las cosas, como el juez colegiado incurrió en los dos últimos errores de hecho que se le enrostran, el cargo prospera, y habrá de casarse parcialmente la sentencia impugnada,  solo en el puntual aspecto relacionado con la forma de terminación del último contrato que celebró el actor con el codemandado Carlos Alberto Solarte. 
IX. SEGUNDO CARGO

Acusa la sentencia impugnada de infringir por vía indirecta en el concepto de aplicación indebida de los artículos 15, 55 y 65 del Código Sustantivo del Trabajo.

Violación que afirma se presentó, debido a los siguientes errores de hecho:

“1. Dar por demostrado, sin estarlo, que el empleador obró de buena fe.

2. No dar por demostrado, estándolo, que el empleador obró de mala fe por no haber cancelado los salarios y prestaciones completos e indemnizaciones completas a la terminación del contrato de trabajo.

3. Dar por demostrado, sin estarlo que con la celebración de la transacción y aporte de documentos como prueba, de no haber pagado algunas horas extras, domingos, festivos y descansos no remunerados, es prueba de un obrar con buena fe. (folio 112).

4. No dar por demostrado, estándolo que haber probado que el empleador no pago horas extras, domingos y festivos y descansos no remunerados, es una conducta constitutiva de mala fe.

5. No dar por demostrado, estándolo, que la liquidación de prestaciones sociales se hizo en forma deficitaria y esto es mala fe.” 

Señala como pruebas erróneamente apreciadas, el contrato de transacción – folio 112-; las liquidaciones de prestaciones sociales -folios 117, 125, 127 y 129-, y las planillas de control de días trabajados, horas extras, dominicales y festivos -folios 145 a 189; y como inapreciadas los contratos de trabajo de folios 21, 25, 27, que contienen una cláusula adicional elaborada por el empleador. 

En su desarrollo plantea, que hay un error evidente en la apreciación del contrato de transacción de folio 112, pues éste carece de validez, dado que tiene como objeto un derecho cierto e indiscutible, y en él se manifiesta que las partes tienen vigente una relación laboral, en la cual pactaron expresamente que cada 45 días el trabajador tendría un descanso no remunerado de cuatro días, lo cual no es posible, ya que los descansos remunerados son un derecho irrenunciable del trabajador. 

Manifiesta, que es un  error ostensible del juzgador de segunda instancia, el que haya deducido la buena fe del hecho de que el demandado hubiese aportado el contrato de transacción, la liquidación de prestaciones y las planillas de control, porque su actuar contrario, sería según las reglas de la experiencia, que quien obra de mala fe procede es a ocultar las pruebas. 

Expresa, que también se equivoca el ad quem, pues tal inferencia va en contravía del artículo 55 del C. S. del T., que compromete a las partes vinculadas mediante el contrato de trabajo, a ejecutarlo de buena fe, y por consiguiente las obliga no solo a lo que en él se expresa, sino a todas las cosas que emanan de la naturaleza de la relación jurídica o que por ley pertenece a ella; proceder de buena fe que ha de predicarse dentro de la ejecución del contrato y en su terminación, según las voces del articulo 65 del mismo estatuto, sin que el juzgador pueda calificar la conducta procesal como un acto de buena fe en la ejecución del mismo.
 

Por último aduce, que en los contratos de trabajo de folios 21 y 25, se observa que el empleador estableció una cláusula adicional, según la cual la jornada laboral sería de 45 días continuos, después de los cuales habría un descanso de 3 días, y luego se trabajaba otra jornada de 45 días y habría un descanso de 15 días; y que en el que obra a folio 32, se dijo que la jornada laboral sería de 45 días continuos, después de los cuales habrá un descanso de 4 días, y luego se trabajaría otra jornada de 45 días, con un descanso de 4 días, sin remuneración alguna de los citados descansos; lo cual constituye mala fe de aquél, pues a tal remuneración tiene derecho el trabajador, siendo por lo tanto protuberante el error en que incurrió el ad quem al calificar la conducta del empleador como revestida de buena fe.

X. TERCER CARGO


Denuncia la violación por vía directa en el concepto de interpretación errónea del artículo 216 del Código Sustantivo del Trabajo y del Decreto 1295 de 1994, lo que lo condujo a inaplicar los artículos 1613, 1614, 2341 del Código Civil.


En su demostración sostiene, que el Tribunal incurre en la acusación que se le formula, pues deriva la culpa del actor en la ocurrencia del accidente de trabajo, ocasionado por el derrumbamiento de unos bultos de cemento, porque éste estaba participando en el arrume, cuando lo que ocurrió fue que por la imprudencia algunos trabajadores le dejaron caer tres de ellos.


Argumenta, que conforme a lo preceptuado en el artículo 2341 del Código Civil, el empleador es responsable por el daño causado a sus dependientes con ocasión del servicio o labor desarrollada por éstos, máxime cuando le compete proporcionar a sus trabajadores protección y seguridad en los lugares de trabajo; y el hecho de que el demandante estuviese realizando la labor de arrumar bultos de cemento, no implica que se haya expuesto imprudentemente o que haya mediado culpa de su parte, ni que se exima de responsabilidad al empleador, por cuanto su culpa deviene del hecho de no proporcionar la protección necesaria y adecuada para la realización del oficio o labor que le ha ordenado cumplir al trabajador.

Agrega finalmente, que el juez de apelaciones da por demostrada la ocurrencia de los dos accidentes de trabajo, que a la postre le ocasionaron merma de la capacidad laboral al trabajador, aceptando solamente que el accidente de tránsito ocurrió con culpa del empleador, pero desmembrando la merma de capacidad laboral de uno y otro evento, cuando para efectos de deducir responsabilidad al empleador, se requiere que el accidente de trabajo haya ocurrido por culpa suficientemente comprobada del empleador; y demostrada como está, así como acreditada la merma de capacidad laboral del actor, producida como consecuencia de uno u otro evento, debió dar por cumplidos los presupuestos normativos del artículo 216 del C.S. del T., para deducir la responsabilidad y condenar a la indemnización de los perjuicios solicitados.

XI. RÉLICA


La opositora, como atrás se dijo, realizó una réplica común para todos los cargos, que se sintetizó en el primero de ellos.
XII. SE CONSIDERA
Se comienza por advertir que la demanda de casación debe cumplir con las reglas adjetivas que su planteamiento y demostración requieren, a efectos de que sea susceptible de un estudio de fondo, pues acorde con las normas procesales debe reunir los requisitos de técnica que aquellas exigen, que de no cumplirse puede conducir a que el recurso extraordinario resulte infructuoso.

Además, debe entenderse, como en numerosas ocasiones ha dicho esta Corporación, que este medio de impugnación no le otorga competencia para juzgar el pleito a fin de resolver a cuál de los litigantes le asiste la razón, puesto que la labor de la Corte, se limita a enjuiciar la sentencia con el objeto de establecer si el Juez de apelaciones al dictarla observó las normas jurídicas que estaba obligado a aplicar para rectamente dirimir el conflicto.

Visto lo anterior, encuentra la Sala que la sustentación del segundo y tercer cargo, contiene graves deficiencias técnicas que comprometen su prosperidad y que no es factible subsanar por virtud del carácter dispositivo del recurso de casación, de las cuales se destacan las siguientes:

1. En la demostración de ambos cargos se incluyen aspectos tanto de índole jurídico como fáctico, cuando es sabido que no es factible hacer una mixtura de las vías directa e indirecta de violación de la ley que son excluyentes, por razón de que la primera conlleva es a un error jurídico mientras que la segunda a la existencia de uno o varios yerros fácticos, debiendo ser su formulación y análisis diferentes y por separado. 


Es así como en el segundo cargo orientado por la vía indirecta, se mencionan temas netamente jurídicos, como cuando se afirma, entre otros, que el contrato de transacción de folio 112, carece de validez, por cuanto tiene como objeto un derecho cierto e indiscutible del demandante, como son los días de descanso remunerado, y en él se manifiesta que las partes tienen vigente una relación laboral, en la cual pactaron expresamente que cada 45 días el trabajador tendría un descanso no remunerado de cuatro días, no siendo ello posible, pues los descansos remunerados son un derecho irrenunciable del trabajador; que es un error deducir la buena fe del hecho de que el demandado hubiese aportado el contrato de transacción, la liquidación de prestaciones y las planillas de control, porque su actuar contrario, sería según las reglas de la experiencia, que quien obra de mala fe procede es a ocultar las pruebas; y que la buena fe se predica dentro de la ejecución del contrato y a su terminación, sin que el juzgador pueda calificar la conducta procesal como un acto de buena fe en la ejecución del mismo.
Valga recordar que esta Sala tiene adoctrinado en relación con lo atinente a la aducción, aportación, validez y decreto de pruebas, que la vía adecuada para orientar el ataque es la directa, porque en estos eventos no se trata de establecer errores de valoración probatoria sino la violación de los preceptos legales que gobiernan esas situaciones procesales, tal como se dejó sentado entre otros pronunciamientos, en casación del 7 de febrero de 2001 radicación 15438, reiterada en sentencias del 13 de julio de 2006 y 26 de noviembre de 2008 radicados 27517 y 34481 respectivamente, oportunidad en la cual se dijo:

“(...) Resulta claro entonces que el tribunal restó valor probatorio a los documentos en cuestión por considerar que no fueron controvertidos en el proceso y que no cumplen con los requisitos del artículo 185 del C. de P.C. y, en este orden de ideas, conforme a reiterada jurisprudencia de esta Sala,  el ataque debió formularse por vía directa, imputándose la violación de medio de las reglas procesales pertinentes, pues antes de incurrir el sentenciador en un equivocado entendimiento de los hechos por omisión de la prueba -que es lo que estrictamente puede conducir al error de hecho manifiesto-  lo que en realidad habría infringido es la ley instrumental que gobierna la producción, aducción o, para el caso que nos ocupa, la validez, de los elementos probatorios legalmente admisibles”.

Igualmente el tercer cargo, dirigido por vía directa, se ocupa de aspectos puramente fácticos, pues en él se dice que el primer accidente de trabajo sufrido por el actor ocurrió por la imprudencia de algunos trabajadores que le dejaron caer tres bultos de cemento; que el hecho de que el demandante estuviese realizando la labor de arrumar bultos de cemento, no implica que se haya expuesto imprudentemente o que haya mediado culpa de su parte, ni que se exima de responsabilidad al empleador, por cuanto su culpa deviene del hecho de no proporcionarle la protección necesaria y adecuada para la realización del oficio, y que está demostrada la culpa del empleador, así como acreditada la merma de capacidad laboral del actor; todo lo cual obligaría a la Corte a consultar las pruebas, lo que le es vedado en un ataque por la senda del puro derecho. 
2. En el segundo cargo la parte recurrente no cumplió con la carga de demostrar de una manera clara y precisa, frente a cada una de las pruebas denunciadas, qué es lo que realmente acreditan, porqué fueron erróneamente valoradas o debieron tenerse en cuenta, y de qué manera incidió negativamente su estimación o la falta de apreciación, en la sentencia acusada, que es en definitiva lo que le permite a la Corte determinar la magnitud del desatino.  

3. La argumentación que contienen tales cargos, más que la sustentación de un recurso de casación es un alegato de instancia, donde no se lleva un orden lógico adecuado, que permita destruir con suficiente claridad la presunción de legalidad y acierto de que gozan las decisiones judiciales, para el caso en los aspectos que cuestionan dichos cargos, y por tanto, en definitiva el censor no observó lo dispuesto en el artículo 91 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social que reza: “El recurrente deberá plantear sucintamente su demanda, sin extenderse en consideraciones jurídicas como en los alegatos de instancia”, ni lo adoctrinado por esta Sala de la Corte en el sentido de que para el análisis de la demanda de casación y su estudio de fondo debe ser completa en su formulación, suficiente en su desarrollo y eficaz en lo pretendido (CSJ, Cas. Laboral, sentencia del 18 de abril de 1969). 

4. Por último debe acotarse, que estos dos cargos no se ocupan de desquiciar soportes importantes de la sentencia impugnada, como el derivar la buena fe del codemandado Carlos Alberto Solarte Solarte por el hecho de haber suministrado las pruebas para establecer las horas extras, dominicales y festivos no remunerados, sin tener la carga de ello, y haber reconocido en una transacción que se equivocó al no tener como remunerados catorce días de descanso del trabajador; que en el primer accidente sufrido por el demandante, medió culpa de éste al causarlo por su impericia; que la calificación dada al trabajador, en la cual aparece una merma de la capacidad cuyo origen es profesional, no permite establecer con claridad a qué se debió, si a alguno de los accidentes o al continuo desarrollo de su labor, y  que no se tenía la prueba de la cuantificación de los perjuicios causados, como son el lucro cesante y el daño emergente.
De tal modo que, tales inferencias, que como se dijo soportan en esencia la decisión recurrida, en los puntos aquí controvertidos quedaron libre de ataque, lo que trae como consecuencia que la sentencia en estos específicos temas se mantenga incólume, independiente de su acierto, y respaldada con la argumentación que no fue materia de discusión en sede de casación, al gozar de la presunción de legalidad que la caracteriza, resultando insuficiente cualquier acusación parcial que se realice, así se tenga razón a la crítica.

Por lo expuesto y sin que se hagan necesarias otras consideraciones los cargos segundo y tercero se desestiman.

XIII. SENTENCIA DE INSTANCIA
En sede de instancia, respecto a la acusación contenida en el primer cargo que prosperó, fuera de las consideraciones hechas al resolverlo, debe agregarse, que el último contrato de trabajo a término indefinido celebrado el 14 de enero de 1998 entre el actor y el codemandado Carlos Alberto Solarte, que obra a folio 41 del cuaderno de las instancias, fue terminado de manera unilateral y sin justa causa por parte del empleador, el 18 de abril del mismo año, si se tiene en cuenta que para ello se adujo en el documento de folio 116, fechado el 19 de marzo de 1998, que la culminación de las obras, como se dejó sentado al despachar el cargo, éstas se prorrogaron hasta el 15 de septiembre del mismo año.

En consecuencia, se confirmará la sentencia de primer grado, en cuanto condenó a los demandados al pago de la indemnización por despido injusto del último contrato de trabajo celebrado entre el actor y el señor Carlos Alberto Solarte Solarte, en la cuantía señalada por el a quo de $611.650,oo.
Sin costas en el recurso extraordinario por cuanto la demanda de casación salió avante aunque parcialmente; en la segunda instancia no se causan, y las de la primera instancia quedan como lo dispuso el a quo. 
En mérito de lo expuesto la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, administrando Justicia  en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, CASA PARCIALMENTE la sentencia proferida por la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Medellín, el 17 de abril de 2008, en el proceso ordinario adelantado por ORLANDO ANTONIO VÁSQUEZ PÉREZ contra CARLOS ALBERTO SOLARTE SOLARTE y el DEPARTAMENTO DE ANTIOQUIA, en cuanto revocó la de primer grado que había condenado a los demandados al pago de la indemnización por despido injusto del último contrato de trabajo celebrado entre el actor y el señor Carlos Alberto Solarte Solarte. En lo demás NO SE CASA.
En sede de instancia, se CONFIRMA la sentencia dictada por el Juzgado Noveno Laboral del Circuito de Medellín, el 30 de  agosto de 2002, en cuanto condenó a los demandados al pago de la 
indemnización por despido injusto derivada del último contrato de trabajo celebrado entre el actor y el codemandado CARLOS ALBERTO SOLARTE SOLARTE, en cuantía de SEISCIENTOS ONCE MIL SEISCIENTOS CINCUENTA PESOS ($611.650,oo).
Costas como se indicó en la parte motiva.

Devuélvase el expediente al Tribunal de origen.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y PUBLÍQUESE.

LUIS JAVIER OSORIO LÓPEZ

ELSY DEL PILAR CUELLO CALDERÓN             GUSTAVO JOSÉ GNECCO MENDOZA                              

EDUARDO LÓPEZ VILLEGAS                            FRANCISCO JAVIER RICAURTE GÓMEZ                       

                             

        CAMILO TARQUINO GALLEGO 

Este documento fue creado a partir del original obtenido en la Corte Suprema de Justicia.
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